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Programa de INAUGURACIÓN dirigido por el Magdo. Pablo Monroy Gómez.

1. Palabras del Lic. Arturo Zaldivar Lelo de Larrea.

“Objetivo del Congreso”.

2. Palabras del Magdo. Jorge E. Edén Wynter García, Coordinador General de Magistrados y Jueces del Décimo Cuarto Circuito en Mérida, Yucatán.

“Importancia de una nueva Ley de Amparo desde el enfoque jurisdiccional”.

3. Palabras del Señor Ministro Humberto Román Palacios.

“Motivaciones y sentido de una nueva Ley de Amparo”

4. Inauguración por parte del Señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, Ministro Génaro David Góngora Pimentel.

Programa de CLAUSURA dirigido por el Magdo. Pablo Monroy Gómez.

5. Relatorías de las mesas de trabajo:

a) Dr. José Ramón Cossío Díaz

b) Magdo. Cesar Esquinca Muñoa.

c) Dr. Héctor Fix-Zamudio.

d) Magdo. Julio César Vázquez-Mellado García en   representación del Lic. Javier Quijano Baz (carta anexa).

e) Magdo. Manuel Ernesto Saloma Vera.

f) Lic. Arturo Zaldivar Lelo de Larrea.

6. Palabras de la Mgda. Mygdalia Rodríguez Arcovedo, Presidenta del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Yucatán.
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PROGRAMA DE INAUGURACIÓN

Mérida, Yucatán, 6 de noviembre de 2000.

Magdo. Pablo Vicente Monroy Gómez.- Para dar inicio a la ceremonia de inauguración del Congreso. Señoras y señores congresistas: Los Jueces de Distrito y Magistrados del Décimo Cuarto Circuito les damos la más cordial bienvenida a la ciudad de Mérida, ahora capital americana de la cultura y del siempre hermoso Estado de Yucatán, asentada en El Mayab, otrora basto territorio de cuatrocientos veinte mil kilómetros cuadrados, cuna de una de las culturas sabias de la humanidad cuya grandeza tal vez se debe a que supieron unir la ciencia con la religión, la filosofía, el arte y la naturaleza.

Entre otros logros importantes los mayas midieron el tiempo con precisión, para lo cual utilizaban diversos calendarios destacándose dos: el calendario Haab de trescientos sesenta y cinco días llamado también calendario solar, por tener como base al recorrido anual de la tierra alrededor del sol y el calendario sagrado Tzolkin de doscientos sesenta días utilizado para regir los tiempos de su quehacer agrícola, su ceremonial religioso y costumbres familiares. Al combinar los números del uno al trece con dos series de veinte glifos de contenido simbólico para los días y los meses, se crea un ciclo mayor de tiempo denominado la rueda calendárica; menciono lo anterior porque va la relación con la Ley de Amparo, pues se está terminando un ciclo de su vida e iniciándose otro nuevo. Se destaca la asistencia en este congreso de señora y señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Consejeros de la Judicatura Federal, Jueces de Distrito y Magistrados Coordinadores de los Circuitos en que se divide territorialmente la impartición de justicia federal en nuestro país, Senadores de la República, Diputados Federales, Presidentes de los Tribunales Superiores de las Entidades Federativas, Presidentes de los Congresos de los Estados de la República e integrantes de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, Directores y Maestros de Facultades y Escuelas de Derecho, Presidentes de Barras y Colegios de Abogados y Corredores Públicos.

Durante su estancia en estas tierras les hacemos extensivo, distinguidos congresistas, el saludo fraternal que se dan entre si los todavía, para nuestra ventura, hablantes de la lengua maya, Ixlakee’t, lo cual significa que tu eres yo y yo soy tu. A continuación presentaré a las personalidades que integran el Presidium: señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal; señor Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo, Presidente de la Primera Sala de nuestro más Alto Tribunal; señor Ministro Guillermo I. Ortíz Mayagoitia, Presidente de la Segunda Sala de  nuestro más alto Tribunal; señor Ministro Humberto Román Palacios, Presidente de la Comisión de Análisis de Propuestas para una nueva Ley de Amparo; señor Ministro Juan N. Silva Meza, integrante de la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo; señor Magistrado Raúl Bolaños Cacho Guzmán,  Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Oaxaca y de la Asociación de Tribunales Superiores de Justicia de los Estados; señor Magistrado de Circuito Jorge Enrique Edén Wynter García, Coordinador de Jueces de Distrito y Magistrados del Décimo Cuarto Circuito; señor Lic. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, integrante de la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo.

Como primer punto del programa, el señor Lic. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea nos dirigirá unas palabras.

Como segundo punto del programa, tiene la palabra el señor Magistrado de Circuito, Jorge Enrique Edén Wynter García.

Como tercer punto del programa, el señor Ministro Humberto Román Palacios, nos dirigirá unas palabras.

Ahora se procederá a la inauguración de este congreso por parte del señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, Ministro Genaro David Góngora Pimentel.

INTERVENCIÓN DE ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA, INTEGRANTE DE LA COMISIÓN DE ANÁLISIS PARA LA ELABORACIÓN DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO, DURANTE LA INAUGURACIÓN DEL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS.

Mérida, Yucatán, 6 de noviembre de 2000.

DISCURSO EN LA INAUGURACIÓN DEL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA DISCUTIR EL PROYECTO DE NUEVA LEY DE AMPARO.

ARTURO ZALDIVAR 

7/XI/2000                           Mérida,  Yucatán.

SR. MINISTRO GENARO DAVID GÓNGORA PIMENTEL

PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.

SR. MINISTRO JOSÉ DE JESÚS GUDIÑO PELAYO 

PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.

SR. MINISTRO GUILLERMO ORTIZ MAYAGOITIA

PRESIDENTE DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

SR. MINISTRO HUMBERTO ROMAN PALACIOS 

COORDINADOR DE AL COMISIÓN DE ANÁLISIS DE PROPUESTAS PARA NUEVA LEY DE AMPARO

SR. MINISTRO JUAN SILVA MEZA

MIEMBRO DE LA COMISIÓN DE ANÁLISIS DE PROPUESTAS PARA UNA NUEVA LEY DE AMPARO

SR. MAGISTRADO RAÚL BOLAÑOS CACHO GUZMÁN

PRESIDENTE DE LA ASOCIACIÓN DE TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.

SR. MAGISTRADO JORGE EDEN WYNTER GARCÍA

COORDINADOR GENERAL DE MAGISTRADOS Y JUECES DEL DÉCIMO CUARTO CIRCUITO DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN

SRA. MINISTRA, SEÑORES MINISTROS

SRES. CONSEJEROS DE LA JUDICATURA FEDERAL

SEÑORAS Y SEÑORES CONGRESISTAS

Los juristas de México tenemos hoy una cita con la historia. Nos encontramos reunidos para discutir el futuro de la institución jurídica más importante de nuestro país. El juicio de amparo fue durante mucho tiempo motivo de legítimo orgullo para los mexicanos y ejemplo para un número importante de sistemas de justicia constitucional en el mundo. Sin embargo, por diversas causas el juicio de amparo detuvo su evolución hace varias décadas, lo que inevitablemente lo desfasó en relación con la dinámica social y los importantes cambios experimentados en el ámbito del derecho público. El amparo se convirtió así, en un mito, más que en una protección eficaz para los gobernados. En leyenda para el discurso, más que en justicia viva. En historia, más que en presente.

Ante el evidente rezago del juicio de amparo y para responder a los reclamos del pueblo de México, derivados de la crisis de justicia que padecemos, la Suprema Corte, con el apoyo decidido y visionario de su Presidente, constituyó, en noviembre del año pasado, la comisión de análisis de propuestas para una nueva ley de amparo, integrada de manera plural y representativa por ocho juristas expertos en la materia, entre ministros, magistrados, académicos y abogados. La comisión recibió 1430 propuestas de reformas a la ley de amparo y trabajó arduamente durante nueve meses para elaborar un proyecto de nueva ley de amparo que fue entregado al pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el pasado mes de agosto, y que, desde entonces, está sometido al juicio de los juristas mexicanos.

Este proyecto es producto de largas jornadas de trabajo en las cuales se analizaron todas las propuestas recibidas, aprovechando los conocimientos y la experiencia de los integrantes de la Comisión, a través de un método que privilegió el consenso, a partir de la discusión abierta y respetuosa, que desterró protagonismos y nos permitió hacer de la argumentación racional la única llave del convencimiento. 

El proyecto de nueva ley de amparo, que será objeto de las labores de este congreso nacional de juristas, contiene trascendentes modificaciones a nuestra institución de control constitucional que no sólo justifican, sino requieren, ser explicitadas a través de una nueva ley.

En efecto, la protección directa de los derechos humanos consagrados en los instrumentos internacionales de carácter general, ensancha el ámbito de protección del juicio de amparo; la superación del rígido concepto de interés jurídico y la instauración del interés legítimo, permite la defensa de intereses difusos y colectivos, así como de una gran cantidad de afectaciones a la esfera jurídica de los particulares que no se reducen al mero derecho subjetivo; la ampliación del concepto de autoridad para efectos del amparo, que atiende la naturaleza del acto reclamado y no a la naturaleza forma de quien lo emite, logra no sólo la protección en contra de actos de organismos descentralizados sino de cualquier entidad que de manera unilateral y obligatoria afecte la esfera jurídica de los gobernados; la declaración general de inconstitucionalidad y de interpretación conforme, recupera la vigencia del principio de supremacía constitucional, instaura plenamente el principio de igualdad ante la ley y supera serías injusticias derivadas de la relatividad de las sentencias de amparo en tratándose de normas generales; el establecimiento de una suspensión más eficaz en materia administrativa combate la arbitrariedad e impide que los derechos de los gobernados sean avasallados impunemente; la suspensión en materia penal permite el debido equilibrio entre el principio de presunción de inocencia y la eficaz persecución de los delitos; asimismo, las importantes reformas que se proponen en materia de amparo directo contribuyen a que la impartición de justicia sea verdaderamente expedita. 

Todos estos aspectos, entre otros avances que se proponen en el proyecto significarían de ser aprobado, un justicia constitucional que respondería eficazmente a los retos del mundo moderno. Estamos en presencia de un proyecto que, sin desconocer la esencia del juicio de amparo, lo impulsa hacia el futuro. Que parte de la confianza en los jueces y que aspira devolver a los órganos jurisdiccionales la facultad inherente a la justicia constitucional moderna de recrear el derecho, de actualizar la norma a la realidad, de constituirse en el necesario equilibrador de la democracia representativa. El proyecto que nos ocupa requiere modificar ideas superadas sobre la actividad que desempeñan los jueces, exige una mentalidad diferente, abrir la mente a nuevos conceptos y a una forma distinta de hacer las cosas. Sólo así lograremos que el juicio de amparo vuelva a ser un instrumento eficaz de defensa de los derechos fundamentales de todos los gobernados.

Por supuesto que el proyecto no tiene pretensiones de ser una obra acabada. Es un trabajo perfectible, sujeto a toda propuesta y crítica que lo enriquezca. Es un documento que está a disposición de la comunidad jurídica para ser mejorado. Es un punto de partida y de discusión no un puerto de llegada. Estamos ante una oportunidad inédita en el pasado reciente de nuestro país, que no podemos desaprovechar. Por primera vez, en mucho tiempo, los juristas de México retomamos el liderazgo en las propuestas de los grandes cambios normativos que exige la sociedad mexicana. Este ha sido un proceso largo. Durante un año hemos venido discutiendo las importantes modificaciones que requiere el juicio de amparo. Ha sido un ejercicio en el que toda la comunidad jurídica ha sido escuchada; todas las opiniones respetadas, valoradas y tomadas en cuenta.

En este marco de apertura, ha sido convocado este congreso nacional de juristas, plural incluyente y representativo, en el que participan magistrados y jueces federales, senadores y diputados al congreso de la unión, magistrados de los tribunales superiores de justicia de las entidades federativas, diputados de las legislaturas estatales, representantes de barras y colegios de abogados, reconocidos académicos y destacados abogados postulantes. Durante tres días, a partir de un formato que cumple con todos los requerimientos académicos de congresos de este tipo, discutiremos todas las ponencias relacionadas con este esfuerzo colectivo que es el proyecto de nueva ley de amparo. Este no es un congreso para homologar un proyecto, es un congreso para discutir un proyecto, para recibir propuestas que nos permitan corregirlo en lo que deba enmendarse y enriquecerlo. En este congreso nacional de juristas los especialistas del derecho debatiremos en un clima de libertad las diversas alternativas para arribar a la justicia constitucional a la que todos aspiramos. Los miembros de la comisión analizaremos cada una de las ponencias y haremos todos los cambios que sean necesarios para arribar a un proyecto que sea obra de la comunidad jurídica especializada aquí reunida y que pueda ser sometido a la consideración de los órganos con facultad de iniciativa.

Estamos ante un México distinto del de principios del siglo XX. Hoy, el país requiere instrumentos jurídicos sólidos de solución de controversias, sobre todo en el ámbito constitucional. Los retos del juego democrático, la diversidad, el pluralismo y el dinamismo de la sociedad moderna no pueden enfrentarse a través de mecanismos que responden a circunstancias sociales diversas. El derecho debe adecuarse a la realidad para ser factor que fortalezca los avances democráticos, coadyuve a la estabilidad social y defienda eficazmente los derechos fundamentales de todos sin excepción. No podemos darnos el lujo de que nuestra institución procesal de amparo siga rebasada por la realidad. Abandonemos la mitología decadente y anquilosada que pretende hacer del amparo una entelequia cuasi religiosa, y como tal intocable. El amparo o se transforma o en poco tiempo será pieza de museo de antigüedades, bello pero inservible. Avancemos hacia la plena justiciabilidad de todos los actos del poder público. Retomemos los orígenes del amparo para que vuelva a ser baluarte de justicia y libertad. Caminemos hacia un nuevo juicio de amparo que responda a las necesidades de la sociedad. Que la justicia sea una realidad y lo sea para todos. Que el amparo deje de ser propiedad de unos cuantos y se convierta en un instrumento al alcance de quienes menos tienen y más lo necesitan.

Señoras y señores congresistas: los mexicanos estamos inmersos en un profundo proceso de cambio. Nadie escapa a esta inercia social. El juicio de amparo no puede permanecer estático ante el nuevo orden de cosas. La profunda reforma al juicio de amparo es una exigencia que brota de la realidad. Tenemos la obligación de responder a ella. Avancemos hacia una nueva ley de amparo producto de la reflexión de toda la comunidad jurídica nacional en beneficio de todos los mexicanos. Por todos una nueva ley de amparo.

Muchas gracias.

INTERVENCIÓN DEL MAGISTRADO JORGE E. EDÉN WYNTER GARCÍA, COORDINADOR DE JUECES Y MAGISTRADOS DEL DÉCIMO CUARTO CIRCUITO, DURANTE LA INAUGURACIÓN DEL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS.

                          Mérida, Yucatán, 6 de noviembre de 2000.

IMPORTANCIA DE UNA NUEVA LEY DE AMPARO DESDE EL ENFOQUE JURISDICCIONAL.

Señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y del Consejo de la Judicatura Federal.

Señora Ministra y Señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Señores Consejeros de la Judicatura Federal.

Compañeros Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito.

Distinguidos participantes en este Congreso.

Señoras y señores:

Pretendo transmitir en estas breves palabras, la esperanza generada en mi espíritu, como miembro de la comunidad de profesionistas que integramos el Poder Judicial de la Federación, ante la reforma jurídica que busca constituir el juicio de amparo en un medio más eficiente de control de las autoridades públicas para evitar la violación a las garantías constitucionales y los derechos humanos.

La reforma constitucional y la legislación sobre una nueva Ley de Amparo, representan, sin duda, un paso de gran trascendencia en la actualización, modernización y consolidación de nuestro sistema legal, pues tiende a asegurar la función primordial del Estado de Derecho, que consiste en garantizar la justicia y el respeto a la persona humana.

Como medio de control constitucional y salvaguarda de los derechos de las personas, la Ley Suprema estableció el juicio de amparo, surgido del genio de Manuel Cresencio Rejón y Mariano Otero.

El juicio de amparo emerge al vida jurídica de México merced al impulso social, canalizado por sus forjadores, de proteger principalmente las garantías individuales o los llamados “derechos del hombre”, es decir, la tutela Estatal a la esfera jurídica del gobernado sobre contra cualquier acto del poder público que tienda a amenazarla o afectar su integridad, y dentro de la cual ocupa un lugar prominente la libertad humana; en otras palabras, este medio de control constitucional encuentra en la naturaleza invariable de la personalidad humana, su justificación filosófica.

Empero, desde un enfoque netamente jurisdiccional, es indudable, que actualmente la sociedad reclama mejorar la estructura jurídica imperante en la Nación, para con ello garantizar la plena vigencia de los derechos tutelados por nuestra Carta Magna y, sobre todo, para permitir la consolidación de una vía legal que asegure la certidumbre y confianza del juicio de amparo a través de ordenamientos legales modernos que permitan armonizarlos con los principios fundamentales, para la debida impartición de justicia, tendientes a que ésta sea pronta, completa e imparcial en los términos del artículo 17 de la Constitución.

Se ha dicho reiteradamente que justicia que no es pronta, no es justicia, y a quienes se nos ha encomendado la noble tarea de impartirla y ejercer el control constitucional de las garantías individuales, nos preocupa profundamente observar, que en muchos de los asuntos de amparo cuya resolución jurisdiccional nos compete, se presentan problemas técnicos que impiden abordar  las cuestiones de fondo en las sentencias, sin proponer una decisión terminal, debido, más que nada, a que la actual Ley de Amparo ha perdido claridad y conexión entre algunas de sus partes, además de que contiene características cada vez más complejas, que indiscutiblemente dificultan la actividad jurisdiccional, obstaculizando el desempeño de los Tribunales de Instancia par a cumplir plenamente con uno de los atributos de la debida impartición de justicia, que es la prontitud en la resolución de los asuntos.

Igualmente es preocupante observar, que en ocasiones se pretende utilizar al juicio de amparo como un instrumento para entorpecer la debida actuación de las autoridades jurisdiccionales o administrativas, y peor aún, que algunas de éstas, pretendan dar una interpretación distinta a las resoluciones de amparo, con el objeto de eludir el cumplimiento de sus obligaciones, circunstancias, sumamente graves, porque estas actitudes irregulares confunden a algunos sectores de la población, llevándolos a la falsa creencia de que el juicio de amparo es una patente de corso o sinónimo de impunidad, lo cual sabemos dista mucho de la realidad, pero que sin embargo nos afecta a todos, porque conllevan a la sociedad a la pérdida de confianza en sus instituciones, lo que no podemos ni debemos permitir.

Nuestro juicio de amparo es sin duda una gran institución que mantiene vigente la esperanza de justicia, pues ha penetrado profundamente en el espíritu nacional a través de la entraña misma del pueblo; por ello, se toma de capital importancia contar con mecanismos legales acordes con la realidad  cotidiana que permitan responder, de manera oportuna y eficaz, a la creciente demanda de la sociedad de disfrutar de legalidad, equidad, orden y seguridad como factores de pleno desarrollo del individuo en la convivencia social diaria, toda vez que reformar el derecho y mejorar la justicia, tienen un valor fundamental en el orden jurídico nacional, en la mediada en que significa poner la ley al día para que por esta, y no a su pesar, o en contra de ella, transcurra la eficiencia de la actividad jurisdiccional como piedra angular capaz de asegurara una pronta, completa e imparcial administración de justicia.

Así pues, es evidente que, paralelamente al progreso cotidiana de nuestro País y las necesidades actuales, debe brindarse a la sociedad un medio jurídico completo y eficaz para exigir y lograr por la vía judicial el respeto pleno a las garantías individuales y los derechos humanos, lo que no se obtiene simplemente con su mera consignación jurídica en la Constitución, sino con un ordenamiento adjetivo procesal de las normas constitucionales o legales que permita que la función de impartir justicia logre su noble encomienda.

Es indudable que la vigencia efectiva del estado de derecho, es requisito para una vida social ordenada y justa, y esta vigencia efectiva es y debe ser resultado de la administración de justicia,  a la que corresponde la aplicación final de las normas que integran el orden jurídico nacional; por eso, reitero, desde mi particular concepción de juzgador de amparo, es menester que se instituyan las herramientas jurídicas adecuadas para garantizar la justicia y conseguir el respeto irrestricto a la persona humana, a través de una legislación integral que provea los medios idóneos para alcanzar esos fines.

Somos testigos del gran esfuerzo desplegado por el Poder Judicial de la Federación para lograr que el acceso a la garantía de justicia continúe siendo una realidad, ya que de manera constante ha creado y puesto en funcionamiento nuevos Tribunales Federales y Juzgados de Distrito; sin embargo, es claro que, para completar esa labor, corresponde ahora un esfuerzo de carácter legislativo que cristalice estas ideas; que bueno que se estén dando pasos importantes para ello; no perdamos esta oportunidad, y que por encima de las concepciones y criterios de los participantes, prevalezca la sana intención de mejorar nuestro juicio de amparo, para cooperar a la creación de un nuevo mecanismo substancial y adjetivamente más ágil y efectivo, que armonice con la realidad social actual y con ello se reduzca considerablemente la brecha existente entre la justicia y la legalidad.

MUCHAS GRACIAS.

PALABRAS DEL MINISTRO 

HUMBERTO ROMÁN PALACIOS

Mérida, Yucatán,  a 6 de noviembre de 2000

CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS PARA ANALIZAR LA PROPUESTA DE UNA NUEVA

LEY DE AMPARO

“MOTIVACIONES Y SENTIDO DE UNA NUEVA 

LEY DE AMPARO”

Señor Ministro GENARO DAVID GONGORA PIMENTEL.

PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE LA NACION.

· Señores Ministros de la citada cúpula del Poder Judicial de la Federación.

· Señores Invitados especiales.

· Señores Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito.

· Señores Presidentes de los Tribunales Superiores de Justicia de las entidades federativas.

· Señores Diputados de las Legislaturas Estatales.

· Señores Integrantes de la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo

· Señoras y Señores.

En el diario quehacer de los juristas, desde los diversos ámbitos de actividades profesionales, sea en el académico, en el ejercicio libre de la abogacía o bien, en el de la delicada función de la impartición de justicia, todos hemos podido observar que la sociedad mexicana se ha constituido en un factor activo que reclama la liberación y actualización de las normas legales, respecto de viejas y estáticas formulas que resulta menester sean superadas y adecuadas a las necesidades cambiantes del orden y realidad social actual.

No debe el jurista abstraerse de lo que ocurre en su entorno, ni debe convertirse en un mero espectador en relación con los legítimos reclamos de la sociedad, que aspira a contar con leyes que plasmen en su contenido el sentir de esas relaciones humanas que merecen ser motivo de regulación, a través de normas que capten las inquietudes del gobernado, del foro, de la academia y de los impartidores de justicia.

En este contexto, se advierte que no resulta aceptable el encadenamiento perdurable de la institución del juicio de amparo, a cánones inmutables y ajenos a su objetivo fundamental, que se constituye en la búsqueda de un instrumento para que el gobernado cuente con un medio de defensa legal accesible y ágil frente a los actos arbitrarios de la autoridad o frente a leyes que, de afectar su esfera jurídica pudieran ser contrarias al contenido de los preceptos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, en las actuales condiciones que vive nuestro medio jurídico se ponderaron una serie de inquietudes surgidas desde los ámbitos interno del Poder Judicial de la Federación, del Foro y de la Academia, lo que motivó a que, dentro del seno de la actual integración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se decidiera tomar acciones tendentes a lograr una renovada normatividad del juicio de amparo, que hiciera fácil su acceso al ciudadano, que tuviera un procedimiento mas ágil y sencillo, en el que la sentencia que lo culminara pudiera tener un alcance mayor en su sentido, con precisión y concreción para, en su caso, lograr un cumplimiento inmediato, fiel y eficaz por parte de la autoridad responsable.

Hoy, respecto a las disposiciones legales que no contengan la suficiente dinámica, a fin de que los procesos sean de fácil acceso, no es correcto quedar inmersos en posición estática y aislada, pues ello solo evidencía una situación de desconocimiento de la realidad social, que es el mundo en donde están las necesidades e inquietudes de la población, no obstante que se trate de cuestiones que no se encuentren en las constancias de un determinado juicio, puesto que la realidades mundanas cobran mayor peso y pueden llegar a tener para el juzgador y la sociedad, inclusive mayor relevancia que el sentido en sí de una sentencia respecto del justiciable, en la que se limite a la aplicación de la ley conforme a su sola letra.

Se presentan, entonces, situaciones en la que los juicios se resuelven, no estrictamente por lo que diga el sentido literal de la ley, sino que se considera menester tomar en cuenta que de fuera viene una presión social incontrastable, que sin aun notarlo, en el juzgador puede gravitar sobre su ánimo e influir en su resolución.

Este tipo de sensibilidad y de percepción a los discretos reclamos de la sociedad, aun por discretos que sean, al ser asimilados por el juzgador federal, da pauta a la creación de criterios que, en su caso, llegan a constituir tesis sobresalientes o jurisprudencia obligatoria, que, a la postre, puede ser causa eficiente para propiciar reformas a las leyes respectivas, lo que es comprensible si se considera que toda norma debe ser reflejo fiel de aquello que de la realidad social requiere ser regulado.

En lo académico, el catedrático se ve motivado a plantear esas inquietudes ante el estudiantado o bien, a plasmarlas en una obra jurídica.

Por último, en el Foro, los profesionales lo advierten en sus promociones, por los acuerdos o resoluciones judiciales que sobre tal materia recaigan, para de ahí tratar de hacer oír su voz que transmite el anhelo de contar con una normatividad más acorde a los principios de renovación, de modernidad, de agilidad en el procedimiento, de fácil acceso, de precisión, congruencia y mejor alcance de las sentencias que se pronuncien en el juicio de amparo.

Es preocupación constante del Poder Judicial de la Federación el que la sociedad pueda desenvolverse en un ámbito que permita la absoluta expresión de sus libertades y, como consecuencia de ello, la completa tutela de garantías constitucionales, era necesario, por tanto, que esa preocupación se hiciera del dominio público y además, que convocara a la sociedad en general a participar en la elaboración de una propuesta de proyecto de una Nueva Ley de Amparo, no sólo porque esa Institución requería necesariamente de ser actualizada por las circunstancias propias de los cambios sociales y democráticos que en la actualidad vive nuestra Nación, sino porque, además, es necesario que el gobernado especializado esté en aptitud de emitir su opinión con relación a un ordenamiento legal que va a normar su desenvolvimiento social y porque a través de esa participación podrá señalar que el ordenamiento jurídico cuya propuesta de proyecto ha sido encomendado a una Comisión por la Suprema Corte de Justicia de la Nación sea considerado como propio, ya que se le dio la oportunidad de intervenir y aportar lo necesario para su adecuada instrumentación.

Es importante mencionar que, por primera vez en la historia de nuestro país sucede un acontecimiento tan singular, como lo es el que la población en general pueda conocer con anterioridad la propuesta de proyecto de una ley, para que no suceda, como normalmente acontece, que conozca la ley cuando ha sido ya debidamente sancionada y puesta en vigor; con ello, es indiscutible que la Suprema Corte en una acción eminentemente democrática y de apertura incluyente, ha querido que la Institución del Amparo orgullosamente mexicana, adquiera raíces más firmes y sólidas de la cual todos podamos sentirnos satisfechos, porque proviene de una consulta y consenso previos a su elaboración.

Es por ello importante externar, que la formulación del Proyecto de Nueva la Ley de Amparo, es eso, un proyecto sujeto a la crítica propositiva, a la revisión analítica y sobre todo a la participación tendente a mejorarlo y a superar lo en él plasmado ya que, no es la idea o el propósito de la Comisión que elaboró el aludido proyecto, que éste sea aprobado en la forma que se propone, por el contrario lo que se busca es el enriquecimiento del mismo para que así la Nueva Ley de Amparo, cristalice en un sentir general de toda la población para que los derechos del gobernado sean absolutamente garantizados y respetados, ya que sólo cuando esto suceda podremos con satisfacción mencionar que en realidad vivimos en un estado de derecho con absoluta división y autonomía de poderes, en el que se respetan, salvaguardan y se hacen imperativas las garantías que la Constitución consagra a favor de todos los mexicanos.   

Lo antes considerado, nos lleva a preguntar hacia dónde nos dirigimos.

Al respecto es pertinente indicar que frente a una pluralidad de pensamientos y conceptos vertidos desde los diversos ámbitos del quehacer jurídico, encontramos que a todos nos mueve un mismo objetivo, que es la búsqueda de hacer realidad un solo ideal, esto es, el contar con una nueva Ley de Amparo, que como instrumento legal responda a las necesidades y reclamos del sentir Pleno de la Sociedad, de la Academia, del Foro profesional y del impartidor de justicia, porque a fin de cuentas a todos nos interesa tal logro.

El sentido que se pretende dar a la propuesta de proyecto, que esperamos se convierta en iniciativa y al final en Ley aprobada y sancionada, es que con las aportaciones y criticas propositivas, dentro de una aparente paradoja de diversidad de pensamiento y al mismo tiempo de armonía en el actuar conjunto de los diversos sectores que componen a este Congreso a que se ha convocado, se llegue a contar con una Ley que no se limite a conocer solo sobre planteamiento de violación de garantías individuales, sino que su marco de protección se amplíe respecto de derechos contenidos en instrumentos generales que en materia de derechos humanos ha ratificado el Estado Mexicano.

El sentido de una Nueva Ley de Amparo es hacer más accesible al gobernado la posibilidad de ejercer la acción ante los Tribunales de la Federación, los que deberán hacer a un lado prácticas inescrupulosas que en determinado momento obstaculizan tal acceso y pueden constituir verdaderas denegaciones de impartición de justicia.

El sentido también lo es el que se cuente con un procedimiento ágil, que culmine con prontitud y en el que la sentencia que se pronuncie, tenga tal precisión y claridad, para que, en caso de otorgar la protección federal, se obtenga un cumplimiento inmediato, fiel y eficaz, que evite la práctica de concesión de amparo para efectos, que propicia la proliferación de otros juicios; pues antes bien, se busca, en la medida de lo posible, la solución integral e inmediata de la controversia.

Se busca, asimismo, dar mayor amplitud a las resoluciones que se pronuncien en amparo contra leyes, para superar en la medida de lo posible, la “Formula Otero”, a efecto de que se pueda decidir sobre la declaración general de inconstitucionalidad de normas generales, o bien, sobre una declaración de conformidad del texto interpretado de la ley, con respecto de la norma constitucional con la que se le confronta.

En conclusión, el sentido que inspira a la proposición de una nueva Ley de Amparo se centra en contar con un ordenamiento legal que instrumente el fácil acceso a la impartición de justicia, con agilidad y sencillez en el procedimiento, que establezca principios de concentración de pretensiones, que determine la precisión y certeza del alcance de la sentencia, de forma tal que, con eficacia y fluidez, pueda lograrse, en su caso, su cumplimiento fiel e inmediato.

El resultado que se obtenga de los trabajos de este Congreso será la muestra de que el mexicano es un pueblo que evidencía progreso y que el objetivo es el lograr el dominio de lo sustantivo sobre lo formal, pues éste a final de cuentas es un instrumento que bien depurado sirve para la consecución de la meta pretendida, que se constituye en el pronunciamiento, con prontitud, de una sentencia que resuelva congruente e íntegramente las pretensiones jurídicas de las partes y se consiga, en su caso, su inmediato y eficaz cumplimiento.

Antes de finalizar, permítaseme citar una frase vertida por el jurista Angel Ossorio, que en su obra “El Alma de la Toga”, dice:

“Ante casos tan flagrantes de injusticia perpetrados en aras de ritualismos necios, debieran todos los Magistrados pensar que ellos no son solamente los ciegos ejecutores de las leyes, sino también sus intérpretes flexibles y discretos; más aún, los inspiradores de su evolución; y los letrados, (dice Ossorio), por nuestra parte, debiéramos contemplar como uno de nuestros más honrosos menesteres el de que el espíritu recabara su ascendiente sobre la forma y se acercase a ser la única fuente de inspiración en la vida jurídica y el rector insuperable de las relaciones humanas.”

Con el espíritu de que todos los aquí convocados seguimos un mismo ideal, imbuidos de una esperanza de hacerlo realidad y de que ello sea una muestra de que se está dando respuesta a un legítimo reclamo de la sociedad mexicana, estoy seguro de que estos trabajos que hoy se inician tendrán el resultado que todos deseamos, ya que así lo requiere nuestro estado de derecho.

MUCHAS GRACIAS. 

PALABRAS PRONUNCIADAS POR EL SEÑOR MINISTRO GENARO DAVID GÓNGORA PIMENTEL, PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN Y DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL, CON MOTIVO DE LA INAUGURACIÓN DEL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS.

Mérida, Yucatán, a 6 de noviembre de 2000.

Con gran entusiasmo y esperanza, la comunidad jurídica del México de finales del siglo XX, se reúne aquí en esta bella ciudad de Mérida, para llevar a cabo el Congreso Nacional de Juristas.

Mérida, ejemplo de bondad, cultura y hospitalidad, serás por siempre la ciudad blanca, casa que viera nacer a una de nuestras instituciones más importantes del derecho procesal: el Juicio de Amparo, que orgullosamente ha sido fuente de inspiración de otros países hermanos, con quienes mantenemos constante comunicación doctrinaria y jurisprudencial; hoy eres la sede para analizar y proponer un Proyecto de la que seguramente será nuestra Nueva Ley de Amparo.

Juristas como Don Manuel Crescencio García Rejón y Alcalá, serán siempre recordados y honrados por los mexicanos. El Juicio de Amparo, surgió en México, gracias a García Rejón y Alcalá, hombre que conoció y vivió los efectos de la injusticia, la desigualdad y la arbitrariedad con la que se conducían las autoridades en la época centralista.

El Juicio de Amparo, creado en 1840, seguirá siendo la norma procesal que dé respuesta a las necesidades de una sociedad cada vez más plural y más participativa. El Juicio de Amparo, será el medio más eficaz para combatir la arbitrariedad, por eso, los mexicanos tenemos que mejorarlo y conservarlo a toda costa.

La consolidación de nuestro Estado de Derecho, es un tema inaplazable de alta prioridad para las instituciones republicanas.

El Estado de Derecho que construimos para el próximo milenio, requiere de los mejores instrumentos jurídicos, a fin de garantizar la plena vigencia de nuestra Constitución; mayor capacidad para preservarla, y sobre todo, una administración de justicia más eficaz, más oportuna y más progresista.

La administración de justicia es una salvaguarda que la sociedad se ha dado para garantizar la seguridad jurídica de la persona y de sus bienes. La administración de justicia es un deber ético del Estado y una función esencial de los tribunales mexicanos, por todo esto, la administración de justicia seguirá siendo un servicio público al servicio de la sociedad.

La vigencia efectiva del Estado de Derecho, es requisito para la consecución de los grandes cambios que México se ha propuesto alcanzar en todos los órdenes. Para el México del siglo XXI, es necesario descubrir fórmulas de armonía y conciliación entre los principios de libertad y autoridad, entre las exigencias de un orden político estable y un gobierno más participativo.

El Poder Judicial de la Federación, desea contribuir en la creación de una nueva relación jurídica con la sociedad, en la que no impere la violencia y resplandezca la libertad, la paz y la justicia. Por ello, es necesario poner al día nuestra máxima norma procesal: la Ley de Amparo.

La Ley de Amparo a la que todos lo mexicanos aspiramos, no debe ser solamente producto de una reflexión teórica, sino profundamente humana; fincada sobre el supremo valor de la justicia, de una justicia que proteja la convivencia libre, ordenada y pacífica de los gobernados.

El Poder Judicial es la instancia más inmediata que los habitantes de nuestro país tienen para defender sus derechos frente a los conflictos de intereses que surgen  de las relaciones humanas y así evitar el desorden, el imperio del más fuerte, la impunidad y la venganza.

La justicia debe ser garantizada por el Estado, a fin de que la sociedad pueda desarrollarse y perfeccionarse, sin que ningún interés de grupo o de personas esté por encima de la ley.

Es verdad que en los últimos años, hemos tenido importantes avances en materia de administración de justicia, pero también es cierto que no podemos permanecer como meros espectadores, tenemos que ser actores y promotores de una justicia que se dicte con justicia.

En diciembre de 1994, se publicó el decreto que reformó diversos preceptos constitucionales para dotar al Poder Judicial de la Federación de una nueva estructura y competencia.

Estas reformas crearon el Consejo de la Judicatura Federal, como mecanismo fundamental para garantizar la independencia del Poder judicial de la Federación.

En julio de 1999, se publicaron otras reformas que dotaron al Poder Judicial de la Federación de una mayor capacidad para administrar justicia, constituyéndose así un verdadero Tribunal Constitucional.

Sin embargo, ha quedado pendiente la reforma constitucional y la legislación procesal para transformar el Juicio de Amparo que a más de sus ciento cincuenta años, sigue siendo orgullosamente nuestra principal institución procesal de protección de los derechos fundamentales consagrados en la Carta Magna.

La reforma de nuestro sistema de justicia no puede quedar limitada a las autoridades políticas, ya que frente a fenómenos como la internacionalización de la economía y la nueva realidad política y social del país, debe contarse con un marco legal eficaz.

Hoy, tenemos que admitir que gran parte de las normas reguladores del Juicio de Amparo deben evolucionar conforme al ritmo de las necesidades del país. De no ser así, se corre el riesgo de que los derechos fundamentales del individuo no puedan ser protegidos por el orden constitucional.

Por todas estas razones, en noviembre de 1999 se instaló la Comisión de Análisis de Propuestas para una Ley de Amparo, cuyo coordinador es el Señor Ministro Humberto Román Palacios, formando parte de ella el Señor Ministro Juan N. Silva Meza, así como magistrados de Circuito y prestigiados académicos y maestros.

Esta Comisión invitó a la comunidad jurídica de todo el país, para formular propuestas que permitieran, como primer reto, elaborar un proyecto de Ley de Amparo.

Los juristas de México, de manera entusiasta y desinteresada, respondieron a la convocatoria e hicieron llegar, para beneplácito nuestro, más de mil cuatrocientos propuestas que han permitido elaborar el proyecto inicial, mismo que, como se ha dicho, se analizará en este Congreso, de donde emanará el Proyecto definitivo que será remitido al Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que sea turnado a los Poderes Ejecutivo y Legislativo.

El éxito cuantitativo de la convocatoria ha sido evidente. Todas estas propuestas afectaron prácticamente a la totalidad de la ley actualmente en vigor. Nunca imaginamos que nuestra Ley de Amparo fuera objeto de tantas modificaciones.

Pero también el éxito ha sido cualitativo, pues el proyecto surgió como producto de una consulta nacional.

Consideramos que todo ordenamiento jurídico debe surgir siempre de un acuerdo base y de un consenso con denominadores comunes de todos aquellos que, de un modo u otro, tienen interés en que la institución del Amparo utilice fórmulas normativas modernas y acordes con las exigencias actuales.

De esta forma, el amplísimo número de propuestas y comentarios recibidos, permitió editar, en formato ligero y económico, un proyecto inicial que oportunamente fue distribuido en todo el país a jueces y magistrados, locales y federales, barras y colegios de abogados, estudiantes, investigadores y académicos; a los 500 diputados y 128 senadores de la República, así como a las 32 legislaturas locales. Además, el proyecto se encuentra en la página de Internet de la Suprema Corte.

Estamos seguros, que de este Congreso Nacional de Juristas, con las aportaciones de todos ustedes, el proyecto inicial de la Nueva Ley de Amparo, saldrá fortalecido.

Señoras y Señores Congresistas:

Uno de los mayores compromisos que nos debe unir en esta ocasión, es trabajar sin divisiones para lograr un proyecto de la Nueva Ley de Amparo que sea capaz de proteger y reconocer los derechos del hombre del siglo XXI, porque la principal función del Estado de Derecho es garantizar la justicia y el respecto a la persona humana.

México está interesado en que la justicia que administren los tribunales del país, sea pronta, completa e imparcial. México está interesado en que nuestro marco jurídico sea justo y acorde a la realidad de la sociedad actual. México también está interesado en una mayor profesionalización de sus recursos humanos, en quienes recae la alta responsabilidad de impartir justicia.

Hagamos de este Congreso Nacional de Juristas, un espacio para la reflexión y el debate. Comprometamos a los mejores juristas del país aquí reunidos, para que den a México un Proyecto de Ley de Amparo. Hagamos que el Juicio de Amparo que en 1840 nació en esta ciudad de Mérida, vea el 8 de noviembre de 2000, un nuevo proyecto que permita que la Ley de Amparo siga siendo la norma procesal más importante del ordenamiento jurídico mexicano.

Hoy seis de noviembre de 2000, y siendo las trece horas, me es muy grato inaugurar los trabajos del Congreso Nacional de Juristas, deseando que el trabajo en equipo y la reflexión objetiva, lleve a los juristas aquí reunidos, a proponer un Proyecto para una Nueva Ley de Amparo.

Muchas Gracias.

PROGRAMA DE CLAUSURA 

Mérida, Yucatán, 8 de noviembre de 2000.

Como primer punto del

PROGRAMA DE CLAUSURA

La señora Magistrada Mygdalia Rodríguez Arcovedo, en su calidad de Presidenta del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Yucatán, sede de este Congreso, dirigirá unas palabras.

Como segundo punto del programa, tiene la palabra el señor licenciado Alejandro Ogarrio Ramírez España, Presidente de la Barra Mexicana de Abogados.

Como tercer punto del programa, el señor Ministro Juan N. Silva Meza, integrante de la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo, nos dirigirá unas palabras y procederá a clausurar este Congreso.

Distinguidos señoras y señores congresistas, de parte de mis compañeros Jueces de Distrito, Magistrados de Circuito y personal Administrativo residentes en esta generosa ciudad de Mérida, esperamos que su estancia haya sido grata, les deseamos que lleguen a sus destinos con bien y esperamos su pronto regreso con el corazón y los brazos abiertos.

¡Muchas gracias! 

RELATORÍAS DE LAS MESAS DE TRABAJO

Mérida, Yucatán, 8 de noviembre de 2000.

RELATORÍA DE LA MESA DE TRABAJO NÚMERO SEIS.

COORDINADOR: DOCTOR JOSÉ RAMÓN COSSÍO DÍAZ 

1.- INTEGRACIÓN Y PARTICIPACIONES

La Mesa número 6 estuvo integrada por treinta y un personas provenientes de diversos sectores de la actividad jurídica: magistrados y jueces federales y locales, senadores de la República, diputados federales y locales, representantes de asociaciones profesionales, profesores universitarios y abogados postulantes. Se dieron veintiocho participaciones, comprendiéndose en ellas los casos de presentación de las ponencias de los asistentes, la lectura de las propuestas de quienes no pudieron asistir al Congreso, así como la participación de quienes desearon hacer algún planteamiento en el transcurso de las sesiones.

La metodología acordada y ejecutada consistió en la presentación verbal hasta por veinte minutos de la propuesta correspondiente, seguida de una amplia discusión entre los integrantes de la Mesa. Esta forma de trabajo resultó sumamente provechosa, en tanto que, simultáneamente, permitió conocer las críticas al Proyecto sometido a discusión y la valoración de la pertinencia de esas críticas. 

2.- PROPUESTAS DERIVADAS DE LOS TRABAJOS

La dinámica de las presentaciones y participaciones en Mesa número 6, produjo dos tipos de resultados: por una parte, propuestas específicas a los preceptos de la propuesta y, por la otra, recomendaciones generales a los integrantes de la Comisión. Ambos tipos de propuestas fueron el resultado de los debates y la razonabilidad de los argumentos vertidos, sin que en ningún momento se haya tenido que acudir a la solución de votar los temas o pretender la imposición de falsos consensos.

a) Propuestas específicas.- Las propuestas específicas proponen a la Comisión designada por el Pleno de la Suprema Corte alternativas específicas de redacción a los preceptos. Se trata de un total de veinticinco sugerencias, en las que a los integrantes de la Mesa estimamos acertadas las razones dadas a partir del punto de vista de quien desempeña una función particular dentro del complejo proceso de amparo. Dentro de este tipo de propuestas destacan la ampliación de la suplencia de la queja a todas aquellas materias en las que se haya dejado sin defensas al quejoso; la inclusión de la orden de arraigo en los supuestos de suspensión a que alude el artículo164 del Proyecto; que recaiga en el defensor de oficio la representación del menor que acude a juicio sin la intervención de su legítimo representante; modificar el efecto de la falta de rendición del informe a fin de evitar situaciones ficticias frente a la inexistencia del acto reclamado, por ejemplo.

b) Propuestas generales.- Ante la imposibilidad de presentar una redacción dentro del lapso destinado a cada una de las ponencias, los integrantes de la Mesa 6 logramos los siguientes acuerdos generales a fin de someterlos a la consideración de la Comisión de Análisis para una nueva ley de amparo. Primero, se deben evitar las graves sanciones que se proponen en el Título Quinto del Proyecto; segundo, en la medida de lo posible, las sanciones deben establecerse en la propia ley, diferenciando con precisión los casos de delitos y faltas administrativas;  tercero, en la exposición de motivos al Proyecto debe darse una extensa explicación de los alcances de la protección a los derechos humanos de los instrumentos internacionales considerados, frente a los medios de protección que deberán tener los derechos comprendidos en los tratados y convenciones ratificados por el Estado mexicano; cuarto, debido a su novedad en nuestro orden jurídico, explicitar el concepto de interés legítimo a fin de evitar confusiones innecesarias con los conceptos de interés jurídico y simple; quinto, a fin de evitar sanciones indebidas a las autoridades responsables, es necesario precisar el concepto de “vías de cumplimiento” de las resoluciones de amparo, y sexto, llevar a cabo la sistematización e integración del sistema de pruebas, a fin de distinguir y precisar con mayor pulcritud las etapas de anuncio, admisión y desahogo de las mismas.

RELATORÍA DE LA MESA DE TRABAJO NUMERO DOS.

COORDINADOR: MAGISTRADO CÉSAR ESQUINCA MUÑOA

La mesa estuvo integrada por 42 juristas provenientes de diversas entidades federativas, con el espíritu incluyente y plural que ha sido una constante en este proceso en búsqueda de una mejor Ley de Amparo, desde la instalación de la comisión encargada del análisis de las propuestas hasta este Congreso al que convocó en máximo tribunal del país.

Así, contamos con la participación entusiasta de legisladores federales y locales, magistrados y jueces federales, presidentes de Tribunales Superiores de Justicia, magistrados y jueces del fuero común, directores de escuelas de derecho y catedráticos, representantes de colegios y barras de abogados, investigadores y abogados postulantes, esto es, representantes de toda la comunidad jurídica nacional.

Durante el desarrollo de los trabajos se presentaron y analizaron 39 ponencias que, por su importancia y trascendencia, sin duda alguna enriquecerán el proyecto sometido a la consideración de la sociedad en general, que al fin y al cabo es la destinataria de la ley,  en un ejercicio sin precedentes por su apertura y por la buena fe con la que se procedió.

Los temas expuestos, variados en su contenido, permitirán superar defectos, corregir errores, colmar lagunas y suprimir excesos del proyecto. Por las limitaciones de tiempo, en cumplimiento de la obligación elemental de esta coordinación, se hará referencia en forma enunciativa sólo a algunos de ellos:

a) La inclusión o no de los derechos humanos dentro del ámbito de protección del juicio constitucional, y superada la disyuntiva, hacerlo en forma general o acotada.

b) La suplencia de la deficiencia de los conceptos de violación o de los agravios, aún ante su ausencia en materia penal, y la pertinencia o no de esa amplitud en la institución referida a otras materias.

c) El emplazamiento a juicio a través de edictos, liberando al quejoso de la carga de su pago por inequitativa.

d) Los plazos, sugiriéndose la ampliación de unos para hacerlos razonables y la reducción de otros para no entorpecer la pronta y expedita impartición de justicia. En particular, por cuanto a la promoción del juicio de amparo directo en materia penal, las opiniones se dividieron entre quienes proponen ampliar a 180 días  el contemplado en el proyecto, y quienes opinan que por la naturaleza del bien jurídico tutelado no debe someterse a ninguno.

e) La aclaración de la posibilidad probatoria en el juicio de amparo que contempla el artículo 73 del proyecto.

f)  La suspensión tanto en el amparo indirecto como en el directo: en materia penal respecto a la situación del quejoso en cuanto a su libertad, al arraigo y a los delitos graves; en materia administrativa vinculada al principio de apariencia de buen derecho; en materia laboral por cuanto a la subsistencia del trabajador.

g) La integración de la jurisprudencia por reiteración del mismo criterio en tres o cinco sentencias del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no interrumpida por otra en contrario.

h) La declaración general de inconstitucionalidad o de interpretación conforme, sus efectos y alcances. Es éste uno de los temas en el que las opiniones están polarizadas, pues lo mismo se sostiene su eliminación que la procedencia con una sola sentencia e incluso el otorgamiento de esa facultad de los tribunales colegiados de circuito; la pertinencia sólo en el amparo indirecto para no dejar inaudita a la responsable  y la revisión de oficio de la sentencia  de primer grado que permita que el caso se eleve al conocimiento de la Suprema Corte; la substitución de esa declaratoria general por la facultad al Poder Judicial de la Federación de pedir al Poder Legislativo que deje sin efectos la ley inconstitucional.

i) El cumplimiento de las sentencias, particularmente en el amparo directo, con plazos definidos que permitan a la autoridad responsable efectuarlo de manera razonable y sin incurrir en responsabilidad.

j) El cumplimiento substituto de las sentencias a petición de cualquiera de las partes en el juicio y no de oficio.

k) Las responsabilidades y sanciones, que ante la generalidad  de las inconformidades planteadas, lo mismo por los juzgadores de instancia y constitucionales que por abogados postulantes, debe motivar la reconsideración de todo el capítulo.

Estos fueron los temas torales que, junto con muchos más, motivaron amplios debates en los que todos los integrantes de la mesa se pronunciaron con la mayor libertad, con vehemencia y a veces con ardor. La coordinación simplemente los condujo por los cauces debidos, como es común en cualquier acto de esta naturaleza; a nadie se le impidió el uso de la palabra ni se le hizo observación alguna aún ante críticas tal vez injustas, porque nuestra misión era otra: escuchar con atención, recoger las observaciones y transmitirlas a la comisión que deberá ponderarlas con el mayor cuidado, sin privilegiar plazos tal  vez deseables pero no factibles.

Mi agradecimiento al Magistrado Jorge Enrique Eden Wynter García, secretario de la mesa, por su eficaz y leal colaboración, y de manera muy especial, un reconocimiento a quienes en ella participaron por su comportamiento profesional, sereno y responsable, que llevó al intercambio de ideas que enriquecen y no a los calificativos que degradan; nunca la pasión por encima de la razón, siempre la palabra que orienta y no la que ofende.

Gracias.

Mérida, Yucatán a ocho de noviembre del año dos mil.

RELATORÍA DE LA MESA DE TRABAJO NÚMERO CINCO.

COORDINADOR: DOCTOR HÉCTOR FIX ZAMUDIO.

Señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Señores Ministros.

Señores Consejeros de la Judicatura Federal.

Señoras y Señores congresistas:

La mesa de trabajo número cinco quedó integrada con un total de 33 personas, entre magistrados y jueces, tanto de la Federación como de las Entidades Federativas, legisladores federales y locales, así como abogados y representantes de los colegios profesionales. Se examinaron 32 ponencias escritas y 10 orales, que ascienden a un total de 42, algunas muy extensas.

Se laboró intensamente en cuatro sesiones que sumaron  15 horas de trabajo, durante las cuales se expusieron muy diversas opiniones, que permitieron debatir, discrepar y llegar a conclusiones con respeto y libertad.

Las propuestas que despertaron mayor interés fueron, entre otras, las que se refieren a los siguientes temas: la declaración general de inconstitucionalidad, especialmente su alcance y efectos; diversos aspectos de la suspensión del acto reclamado, particularmente en materia penal; los plazos para la interposición de la demanda de amparo y otras promociones; la creación de los Tribunales Colegiados en Materia de Apelación; los supuestos de responsabilidad y sanciones a las partes y a las autoridades jurisdiccionales de amparo; las facultades de la Suprema Corte para imponer directamente las sanciones en los incidentes de incumplimiento de las sentencias de amparo o la repetición del acto reclamado; el amparo para efectos; así como diversos aspectos de la jurisprudencia, principalmente en relación con su integración y obligatoriedad.

Puedo destacar que pocos preceptos del proyecto quedaron al margen de la discusión, los que fueron analizados con el propósito de perfeccionar las disposiciones del proyecto.

Con agrado puedo afirmar que, en general, fueron aceptados los lineamientos generales del proyecto y se reconoció el esfuerzo de la Suprema Corte de Justicia, de la Comisión designada por ella, y en particular, del Presidente de dicha Comisión, el Ministro Humberto Román Palacios, que con excelente organización hizo posible este Congreso.

Asimismo, debe reconocerse el estímulo y apoyo del Presidente y los Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como de los Consejeros de la Judicatura Federal que nos acompañaron durante todos los trabajos del Congreso.

Por todo ello, en mi calidad de coordinador de la Mesa, agradezco la colaboración de la Secretaría y del equipo de trabajo, pues gracias a todos ellos fue posible recoger valiosas propuestas y observaciones de los participantes, por lo que el abundante material que se ha obtenido permitirá que la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo examine las numerosas aportaciones que, sin duda, mejorarán el proyecto objeto de este Congreso.

¡Muchas gracias!

Dr. Héctor Fix-Zamudio

RELATORÍA DE LA MESA DE TRABAJO NÚMERO CUATRO

COORDINADOR LIC. JAVIER QUIJANO BAZ, REPRESENTADO POR EL MAGISTRADO JULIO CÉSAR VAZQUEZ-MELLADO GARCÍA

Señoras y Señores Congresistas:

En un ambiente democrático y de respeto mutuo se llevaron a cabo los trabajos de la mesa número cuatro, la cual se integró con treinta y dos Congresistas representativos del Universo Jurídico Nacional: Juzgadores locales y federales; Legisladores de ambos fueros, Litigantes y Académicos, todos ellos de reconocido prestigio, tuvieron oportunidad de aportar sus ideas tanto en la lectura de las ponencias como en los interesantes intercambios de opinión que al final de cada sesión se llevaron a cabo.

Fueron examinadas treinta  cinco ponencias escritas y se dio intervención a nueve participaciones orales; dicho trabajo se dividió en cuatro sesiones, repartidas entre los dos días en que sesionó la mesa. Múltiples fueron las opiniones vertidas, toda ellas debatidas, en donde por igual hubo acuerdos que desacuerdos, todo dentro de un margen de respeto, de libertad y de orden.

Cabe hacer notar que prácticamente todos los artículos del Proyecto fueron motivo de reflexión y ello se tradujo en las noventa y seis propuestas específicas que se encuentran en manos de la Comisión, sintetizadas y ordenadas dentro del programa de cómputo previamente preparado para ello.

No obstante, cabe hacer notar, de manera general, los temas que merecieron una mayor atención y un singular debate, tales como: la inclusión de los Derechos Humanos como objeto de tutela del Juicio de Amparo; la denominada Fórmula Otero; el Capítulo de Sanciones; el tema relativo a la posibilidad de que los Tribunales Superiores de Justicia de las Entidades Federativas puedan resolver en última y definitiva instancia los aspectos de legalidad.

De la misma manera se abordó el tema relativo a rediseñar los conceptos de Quejoso y de Autoridad Responsable; otorgar una participación real al ofendido; continuar utilizando el vocablo Término en lugar de Plazo y reconsiderar los tiempos a que esta figura se refiere.

En relación al cumplimiento de Sentencias de Amparo se cuestionó la consignación directa por parte de la Suprema Corte, respecto a la autoridad que incumple; se planteó la posibilidad de declarar improcedente el Amparo en relación a las resoluciones emitidas en el Arbitraje y se planteó la posibilidad de la acción abierta de Inconstitucionalidad. Se cuestionó la participación del Ministerio Público en el Juicio de Amparo y se mencionó que el contenido jurisprudencial fuera vertido en el nuevo texto legal.

No obstante la cantidad de temas planteados, la discusión habida y los múltiples comentarios, el resultado final fue de aceptación general al Proyecto; satisfacción por la consulta a la Comunidad Jurídica Nacional y porque sea la Suprema Corte quien encabece el estudio serio, razonado y trascendente de nuestro Juicio de Amparo a efecto de ofrecer la más calificada opinión a los señores Legisladores a efecto de que el Proyecto se convierta en Ley.

Finalmente, fue muy satisfactoria la coordinación de los trabajos de la mesa y haber recibido un trato diferente de cada uno de sus integrantes; agradezco de manera particular el apoyo recibido por parte de mis auxiliares.

Gracias.

RELATORÍA DE LA MESA DE TRABAJO NÚMERO TRES.

COORDINADOR: MAGISTRADO MANUEL ERNESTO

SALOMA VERA.

Los trabajos que comprendieron a la mesa número tres de este Congreso Nacional de Juristas versaron sobre aspectos diversos del proyecto de nueva Ley de Amparo destacando primordialmente las disertaciones acerca del contenido del artículo primero del aludido proyecto; de la totalidad del capítulo de sanciones; de la formación de jurisprudencia, de las notificaciones en general y en particular de las que se realizan por edictos así como de la suplencia de la queja en materia penal y agraria.

Cabe mencionar que las discusiones se llevaron a cabo a la altura de los participantes que integraron esta mesa en la que se dio cabida a la diversidad de opiniones criterios, y se escucharon las sugerencias nacidas precisamente de la confrontación de ideas que emanaron al comentarse las ponencias presentadas, por esta razón los trabajos que orientaron a los integrantes de la mesa fueron siempre con un afán propositivo de corregir, enmendar y sugerir todo aquello tendiente a enriquecer y mejorar el proyecto de una nueva ley de amparo que se sometió a la consideración de los juristas que en esta mesa disertaron. 
RELATORÍA DE LA MESA DE TRABAJO NÚMERO UNO. COORDINADOR: LIC. ARTURO ZALDIVAR LELO DE LARREA.

La mesa número uno se integró por cuarenta congresistas entre magistrados y jueces federales, legisladores del Congreso de la Unión, magistrados y jueces de las entidades federativas, legisladores locales, y representantes de barras y colegios de abogados. Se presentaron cincuenta y dos ponencias por escrito las que se debatieron intensamente, en un marco de libertad y respeto.

Se tocaron prácticamente todos los temas del proyecto de nueva Ley de Amparo. De manera especial, las ponencias se refirieron a los siguientes temas: ámbito de protección del juicio de amparo; amparo agrario; no ejercicio de la acción penal; declaración general de inconstitucionalidad; procedencia del amparo en contra de vicios en el procedimiento de reformas constitucionales; notificaciones personales y por edictos; sanciones; plazos; acumulación y separación de juicios; suplencia de la queja deficiente; recursos; improcedencia; amparo adhesivo; protección a menores e incapaces; interés jurídico y legítimo, entre otros interesantes tópicos.

Los miembros de la mesa se manifestaron complacidos por la oportunidad de este intercambio fructífero de ideas y por poder contribuir en este gran esfuerzo colectivo que es el Proyecto de Nueva Ley de Amparo. Debemos resaltar que, de manera espontánea, los integrantes de esta mesa se pronunciaron, en lo general, a favor de los grandes avances que contiene este proyecto e hicieron votos porque, una vez enriquecido con las ideas del Congreso, se convierta en el nuevo juicio de amparo al que todos los mexicanos aspiramos.

Como coordinador de la mesa número uno y en mi calidad de miembro de la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo, deseo expresar mi gratitud y reconocimiento a todas las señoras y señores congresistas, de manera particular a los integrantes de la mesa uno, por sus ideas, sus aportaciones y su participación desinteresada.

Considero un especial honor haber tenido la oportunidad de compartir con ellos estos días de trabajo y haberme enriquecido con su sabiduría jurídica, pero sobre todo, con su extraordinaria calidad humana.

Muchas gracias.  

MENSAJE DE LA PRESIDENTA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE YUCATÁN, MAGISTRADA MYGDALIA RODRÍGUEZ ARCOVEDO, DURANTE LA CLAUSURA DEL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS.

Mérida, Yucatán, 8 de noviembre de 2000.

SR. MINISTRO GENARO DAVID

GÓNGORA PIMENTEL

PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 

LA NACIÓN

SEÑORES MINISTROS 

INTEGRANTES DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA 

SEÑORES MAGISTRADOS Y JUECES

MIEMBROS DEL FORO JURÍDICO

DISTINGUIDOS MIEMBROS DEL PRESIDIUM

SEÑORAS Y SEÑORES:

Es un alto honor para mí el dirigirme a tan distinguidos jurisconsultos que integran el auditorio aquí presente. Primeramente a nombre del pueblo del Estado de Yucatán, formulo a nuestro más alto Tribunal de la Nación un agradecimiento por haber escogido esta tierra del faisán y del venado para someter a consideración de esta asamblea, el proyecto de nueva ley de Amparo, el cual es producto de la consulta y participación de profesionistas amantes de esta materia, tanto en su ejercicio, como en su aplicación o su estudio, mismos que trataron de poner lo mejor de su conocimiento y experiencia para plasmarlo en dicho proyecto y someterlo a la consulta que hoy nos reúne.

La península de Yucatán fue, sin duda, un lugar propicio para realizar tan delicado estudio, pues aquí tuvo su asiento la esplendorosa cultura maya que se destacó por sus conocimientos científicos; tierra que vio nacer a Justo Sierra O’ Reilly, Doctor en Derecho Canónico y Civil, quién fue Juez de Primera Instancia en Campeche, en los albores de 1841; padre de don Justo Sierra Méndez “Maestro de América”, quien en su época fuera Magistrado de la Suprema Corte de Justicia; cuna de Don Andrés Quintana Roo, Abogado Libertario, Diputado al Congreso de Chilpancingo en 1813 y también Magistrado de la Suprema Corte de Justicia; también de esta Península fue oriundo Don Eligio María Ancona y Castillo, Abogado defensor de la causa de la libertad, quien a fines de 1891 fue Magistrado de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; lugar de nacimiento del Jurista Don Isidro Antonio Montiel y Duarte quien ejerció en el Estado de México en donde fue Juez; catedrático en la Escuela Nacional de Jurisprudencia en 1886, parte integrante de las comisiones redactoras del Primer Código Civil y de Procedimientos Civiles; y que en 1873 fungió como fiscal de la Suprema Corte de Justicia; y para culminar con la lista de algunos, de nuestros mas destacados Juristas, esta península también fue testigo del nacimiento de Don Manuel Crescencio García Rejón y Alcalá, nacido en Bolonchénticul, en aquella época, territorio yucateco, hoy jurisdicción territorial de nuestro Estado hermano Campeche, pero desde luego, peninsular; integrante del Segundo Congreso Mexicano de 1822; republicano de convicción, participó en la redacción de la constitución de 1824 que ya establecía la división del Poder Público en tres, como hasta hoy, férreo defensor de la independencia de los poderes entre sí; como diputado local, en 1840 intervino en la redacción del Proyecto de Constitución Yucateca que en su artículo 53 contemplaba la protección del ciudadano contra actos que provengan de cualquier autoridad y que se estimen violatorios de diversas garantías individuales, extendiendo su control a todo acto inconstitucional.

Por todo ello, les decía, esta fue la región idónea para realizar tan delicado estudio, ya que, si en esta tierra nacieron destacados Jurisconsultos de envergadura nacional, defensores de la libertad, de la República y de la protección al gobernado, sea, esta misma tierra peninsular, quien vea surgir la actualización de nuestro Juicio de Amparo, a fin de adaptarlo a la actuales condiciones sociales, económicas y políticas que vive nuestro país, ya que en realidad no había sufrido reformas significativas. El número e importancia de las propuestas recibidas atendiendo a la convocatoria formulada por la Suprema Corte de Justicia de la nación para tal fin, revelaron la necesidad de introducir algunos cambios significativos en los procedimientos de amparo, muchos de los cuales eran ya incompatibles con la estructura legal sometida a revisión, advirtiéndose que por el producto de una serie de reformas provenientes de diversas filosofías y momentos históricos, la Ley de Amparo en vigor, había perdido claridad y conexión entre algunas de sus partes, lo cual la convertía en un ordenamiento en algunos casos muy técnico y complejo, por ello, las trascendentales, reformas a la Ley de Amparo, como acabamos de ver, tienen como objetivo, entre otros, el ampliar tanto sus términos para su interposición (artículo 16); como sus alcances en casos de inconstitucionalidad de una norma general (artículo 76), adiciona los casos en que se suple la deficiencia de los conceptos de violación (artículo 77); precisa los supuestos únicos en que las autoridades responsables podrán hacer valer el recurso de revisión (artículo 85); en el amparo indirecto, otorga mayor plazo para que éstas rindan su informe justificado (artículo 116); precisa que se entiende por sentencia definitiva o laudo para efectos del amparo directo (artículo 168); condiciona, para hacer valer las violaciones procesales que éstas se hayan impugnado previamente en el proceso mediante el recurso respectivo (artículo 169); amplía el plazo para que la autoridad responsable remita al Tribunal competente el amparo directo ante ella presentado (artículo 176); contempla el amparo adhesivo (artículo 180) de quien ganó el Juicio, al de su contraparte y quejoso; reduce su proceso (artículo 181); precisa la forma en que se integra la Jurisprudencia (artículo 213); reduciendo los casos para su integración por reiteración (artículo 221); y una serie de reformas trascendentales y algunas de ellas hasta llegan a tocar su esencia, pero sin duda, todas ellas llevan como único objetivo el permitir al gobernado mayor facilidad de acceso al Juicio de Garantías, prontitud en su resolución a fin de lograr que se cumpla la finalidad perseguida con su creación, a saber, que el Poder Judicial de la Federación, garantice al gobernado, con inmediatez, el pleno goce de sus garantías.

No resta más que felicitar a la Comisión de Análisis de Propuestas para la nueva Ley de Amparo, a todos los que sustentaron ponencias, a los integrantes del Poder Judicial Federal y de los Estados, así como los afamados miembros de los Colegios y Barras de Abogados del País que con su aportación permitió cristalizar este Proyecto, el cual indudablemente redundará en beneficio del pueblo de México, ya que se obtendrá un instrumento más ágil y eficaz en la defensa  de los derechos fundamentales consagrados en la Constitución Federal y de las prerrogativas establecidas en las Convenciones Internacionales.

PALABRAS DEL PRESIDENTE DE LA BARRA MEXICANA COLEGIO DE ABOGADOS, ALEJANDRO OGARRIO, EN LA CEREMONIA DE CLAUSURA DEL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS.

Mérida, Yucatán, 8 de noviembre de 2000.
PALABRAS DEL PRESIDENTE DE LA BARRA MEXICANA COLEGIO DE ABOGADOS, ALEJANDRO OGARRIO, EN LA CEREMONIA DE CLAUSURA DEL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS.

mérida, yucatán, 8 de noviembre de 2000.

La BMCA agradece al ministro presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación su amable invitación para participar en este importante congreso nacional de juristas y por la oportunidad de dirigirme a la comunidad jurídica nacional en esta ceremonia de clausura.

Asimismo, debo felicitar a los miembros de la comisión de análisis de propuestas de una nueva ley de amparo por el gran trabajo desarrollado en la elaboración del proyecto materia de este congreso nacional de juristas. Del texto del proyecto se desprende la sana integración plural de la comisión. Para la BMCA es motivo de especial satisfacción la labor desempeñada en dicha comisión por dos compañeros barristas: Javier Quijano Baz, expresidente de nuestro colegio, y Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, coordinador de la comisión de derecho constitucional y amparo de la Barra.

El proyecto de nueva ley de amparo presenta trascendentes avances que han sido ampliamente destacados: la protección directa de los derechos humanos consagrados en instrumentos generales; la ampliación de la legitimación para el acceso al juicio de amparo; el ensanchamiento del concepto de autoridad para los efectos del amparo, plazos más razonables para la promoción del juicio; el mejoramiento en el funcionamiento de la suspensión; la desaparición del sobreseimiento por inactividad procesal y la caducidad de la instancia; pero sobre todo, una vieja aspiración del colegio que represento: la declaración general de inconstitucionalidad. No puede válidamente hablarse de estado de derecho, mientras sobrevivan leyes inconstitucionales que se aplican a todos aquellos que no pudieron acudir al juicio de constitucionalidad.

En septiembre pasado, durante el sexto congreso nacional de abogados organizado por al BMCA celebrado en la ciudad de Querétaro se discutió el proyecto de nueva ley de amparo, el cual fue recibido con gran entusiasmo por los asistentes a ese importante encuentro académico, quienes lo consideraron un instrumento indispensable para la consolidación de nuestro Estado de Derecho. 

Sin perjuicio de ello y derivado de la solicitud de la propia comisión redactora, la barra ha presentado una ponencia que recoge las sugerencias de nuestros asociados y que aceptando las grandes líneas trazadas en el proyecto, busca enriquecerlo en cuestiones concretas desde la visión de especialistas en todas las ramas del derecho.

Durante este congreso nacional la comunidad jurídica se ha reunido con responsabilidad y entusiasmo para discutir de manera abierta un proyecto de nueva ley de amparo; se plantearon, como hemos escuchado, múltiples propuestas para enriquecerlo, y, no me cabe duda que de este gran encuentro surgirá un documento que se convertirá en el nuevo instrumento de justicia constitucional que tanto anhelamos los mexicanos. Los juristas de México estamos obligados a impulsar la transformación institucional de nuestro país. Trabajemos unidos a favor de los trascendentes avances producto de este importante congreso nacional de juristas.

Es un hecho generalmente aceptado que el juicio de amparo se encuentra atrasado y que su reglamentación actual es inadecuada para lograr una eficaz defensa de las garantías individuales que consagra la constitución. Del mismo modo, las modificaciones que se plantean a nuestro juicio constitucional son de tal profundidad que no se reducen a una mera cirugía estética sino que requieren cirugía mayor. Sólo a través de una nueva ley es posible que los avances deseados adquieran coherencia lógica y una estructura que permita alcanzar los fines por ellos previstos.

Es exigencia de todo estado democrático el respecto irrestricto de los derechos de todos los gobernados, para lo cual es imprescindible el establecimiento de instrumentos de justicia constitucional que permitan controlar el abuso del poder. No basta la existencia de dichos instrumentos, sino que es necesario que sena eficaces, que respondan  a las exigencias de justicia real de los particulares. La reciente democracia mexicana exige un juicio de amparo moderno que sirva para la defensa adecuada de los derechos de todos los que conformamos esta gran nación. Una nueva ley de amparo es un instrumento de la mayor importancia en la consolidación de la democracia y del estado de derecho, conceptos éstos que hoy se suponen recíprocamente.

Por el bien de México, avancemos hacia una nueva ley de amparo, moderna y progresista, que logre una protección eficaz de todos los gobernados, que combata la arbitrariedad y que haga de la justicia una realidad cotidiana.

PALABRAS DE CLAUSURA DEL 

MINISTRO JUAN N. SILVA MEZA

Mérida, Yucatán, 8 de noviembre de 2000.

PALABRAS DE CLAUSURA DEL 

MINISTRO JUAN N. SILVA MEZA

Señoras y señores.

Hoy aquí, en esta bella ciudad, concluye el Congreso Nacional de Juristas convocado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para analizar el anteproyecto de una nueva ley de amparo.

La comunidad jurídica nacional, ha concurrido y se ha pronunciado.

Vale, pues hacer un recuento ya que el final de esta tan importante, tan trascendente reunión, solo constituye la conclusión de una etapa más de las necesarias para tratar de contar con un mejor cuerpo normativo en materia de control de constitucionalidad.  Las tareas, de todos, tendrán necesariamente que seguir adelante.

La comunidad jurídica se seguirá expresando.

El marco legal que se está elaborando no es, nunca se ha pretendido así, un producto terminado; constituye un serio documento de trabajo, una propuesta comprometida de la comunidad jurídica nacional. Toca ahora: que se ponderen e incorporen las propuestas; que se modifique lo sugerido; y se atienda lo razonable, para que, después, el proyecto sea recibido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y siguiendo la lógica constitucional, canalizado a las instancias competentes para iniciar leyes, y si fuera el caso, estudiado, discutido, seguramente enriquecido y; ojalá, como esperamos todos, aprobado por el Congreso de la Unión a quien exclusivamente compete esa tarea.

El Poder Judicial de la Federación, no ha invadido, nunca lo hará, la esfera de atribuciones constitucionales del Poder Legislativo Federal, hacerlo sería contra la propia esencia de sus atribuciones constitucionales.

En este tramo, la gran mayoría de los abogados de México aquí representados, nos hemos propuesto, seriamente, dar a conocer un trabajo resultado del estudio y el esfuerzo, para aportar con el fin de mejorar, corregir o reencausar la viabilidad de un anteproyecto, como norma positiva.

Cuando el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación convocó, sin impedimento alguno para ello, a la sociedad en general y a la comunidad jurídica en particular fue muy claro en señalar que la intención de ese esfuerzo era la de lograr que, con la legitimación de la sociedad, lograda a través de una amplia consulta, la ley de amparo continuara siendo el marco jurídico a través del cual se asegurara la eficacia del juicio de amparo, para la debida protección de los derechos fundamentales de los individuos.

A la luz de, probada apertura, se consultó no sólo a los conocedores del juicio de amparo, sino a toda la sociedad en general, cuya participación se estimó indispensable, pues, en última instancia, la ley se construye por y para la sociedad; prácticamente la intención fue en ese momento,  que todo aquél que tuviera algo que opinar y decir respecto del juicio de amparo, lo hiciera. Por eso:  “Por todos, una nueva ley de amparo”.
Quien nada ha dicho, no lo ha querido hacer. Quien ha disentido, aquí o en otros lugares, ha sido bienvenido. Quien ha sido crítico, muy crítico, ha sido escuchado y atendido en su crítica, no se ha negado valor a propuesta alguna.

Se han escuchado todas las posiciones doctrinarias expresadas en relación con el amparo, y se habrán de considerar todos los documentos recibidos.

Ha encontrado espacio y lugar la discusión jurídica de problemas nacionales, problemas que, como otros muchos, habrán de tener solución en el derecho, como ciencia, como disciplina y como norma.

“Que la comunidad jurídica  se exprese”, ha sido el sentido de esta reunión; sí, pero que lo haga, por todos, atendiendo al sentir de la sociedad a la que la norma se dirige, porque de esa manera la opinión de los juristas, en la sociedad encontrará su legitimidad.  La experiencia de este Congreso de Mérida, deberá ser histórica por su espíritu incluyente.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, reconoce y agradece la respuesta a su convocatoria a tan calificados asistentes: distinguidos miembros del Poder Legislativo Federal, Senadores y Diputados al Honorable Congreso de la Unión, su presencia y valiosa participación, podrá facilitar sus futuras tareas legislativas; Presidentes de Tribunales Superiores de Justicia, de las entidades federativas y del Distrito Federal; representantes de los Congresos Locales; experimentados Jueces de Distrito y Magistrados de Circuito de toda la República, dignos miembros del Poder Judicial de la Federación; distinguidos representantes de asociaciones de abogados, académicos especialistas y miembros de la comunidad universitaria nacional, la recepción de sus conocimientos y experiencias, ha resultado invaluable. Especial tiene que ser también el agradecimiento a los miembros de la Comisión que presidieron las mesas de trabajo. En esta empresa ha habido trabajo, estudio, discusión, pero sobre todo, buena fe.  Lo único que nos ha guiado a todos, es tener un mejor juicio de amparo.

Señoras y Señores:

Por el respeto a los derechos fundamentales de la sociedad mexicana: la comunidad jurídica nacional, cada uno en el marco de sus propias responsabilidades, se seguirá expresando.

Así, siendo las _____ horas del día ocho de noviembre de dos mil, me cumple la honrosa distinción de declarar formalmente clausurados los trabajos de este Congreso Nacional de Juristas. “Por todos, una nueva ley de amparo”.

Muchas gracias.

